Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 1 minuto) 


La Comisión Especial de Deporte da la bienvenida al Subsecretario del Ministerio de 
Educación y Cultura, señor Felipe Michelini, y a su asesor, escribano Adolfo Orellano Cancela. 


Ante todo, aprovechamos la oportunidad para manifestar, seguramente en nombre de todos 
los integrantes de esta Comisión, la alegría que hemos sentido al saber que en el día de ayer el señor 
Ministro, ingeniero químico Jorge Brovetto, se integró nuevamente al Consejo de Ministros, luego de 
haber estado en uso de licencia por enfermedad e, incluso, internado. Por consiguiente, solicitamos al 
señor Subsecretario aquí presente, que en el nombre de todos nosotros trasmita al señor Ministro la 
alegría y el gusto que nos ha dado el saber que se ha recuperado y que ya está trabajando en las 
actividades inherentes a su Cartera. 


El motivo de esta convocatoria deriva del hecho de que, hace un tiempo, recibimos en la 
Comisión al grupo que perdió las últimas elecciones de la Federación Ciclista. Este grupo disidente - 
por decirlo de alguna manera- también efectuó un reclamo ante el Ministerio de Educación y Cultura 
con relación a la validez de la instancia electoral y, como es sabido, el ámbito jurídico en el que 
corresponde que sean examinadas esas situaciones es, precisamente, el Ministerio de Educación y 
Cultura. Entonces, la idea es considerar el tema que acabamos de mencionar. 


Sin perjuicio de ello, y teniendo en cuenta el hecho de que en el deporte y en la cultura hay 
elementos comunes, de pronto podríamos -si se lo entendiera conveniente- incursionar en otra 
cuestión, pues en estos momentos estamos llevando a cabo un ciclo de entrevistas a propósito del 
tema de la violencia en el deporte; precisamente en ese marco, dentro de un rato recibiremos al 
Presidente del Comité Olímpico Uruguayo. Todos sabemos que en la violencia también hay un 
componente cultural, por lo que, aun cuando el Ministerio de Educación y Cultura no sea la Cartera 
específicamente asignada al tema, la opinión de sus autoridades -expresada hoy o en futuras 
instancias- puede ser muy importante para nosotros. 


SEÑOR LAPAZ.- Es para mí un placer el poder compartir esta mañana con el señor Subsecretario de 
Educación y Cultura. 


Cabe acotar que, en su oportunidad, recibimos en esta Comisión al señor Ministro de 
Turismo y Deporte, quien se refirió al tema en cuestión, pero teniendo en cuenta el hecho de que 
disponemos de treinta minutos, aproximadamente -pues luego recibiremos al Presidente del Comité 
Olímpico Uruguayo, doctor Maglione- voy a formular algunas preguntas concretas, a fin de ingresar 
directamente en el asunto que nos ocupa. 


*1-. ¿Cómo explica el señor Subsecretario que el interventor, doctor Gonzalo Amejeiras, con 
fecha 18 de enero de 2007, le remitió una nota a las afiliadas donde se destaca que la Federación de 
Artigas, la Federación de Salto, la de Durazno, Paysandú y la Federación de Soriano no podían votar, 
expresando argumentos legales y estatutarios contundentes en apoyo de su decisión- y pocos días 
después les remite otro comunicado expresando todo lo contrario? 


2.- ¿Cómo explica el señor Subsecretario que se le negara, de parte del interventor, la 
posibilidad de votar a la Federación Ciclista de Montevideo, siendo que se trata de la Federación que 
cuenta con la mayor cantidad de clubes afiliados a la Federación Ciclista Uruguaya y cuenta con la 
mayor responsabilidad deportiva requerida estatutariamente para tener derecho al voto? 


3.- Siendo que salió en todos los medios de prensa que había Federaciones que se habían 
desafiliaron de la Federación Ciclista Uruguaya antes del acto electoral, y siendo que dicha 
desafiliación fue confirmada por las funcionarias administrativas contratadas por el propio interventor y 
por el propio interventor cuando concurrió a esta Comisión de Deporte también confirmó dicha 
desafiliación, ¿cómo se explica que el interventor les hubiese permitido el derecho al voto a las 
Federaciones que votaran por Moreira, siendo que antes ya se habían desafiliado de la Federación 
Ciclista Uruguaya? 


4.- ¿Cuál es la explicación para el hecho de que el interventor hubiese convocado a un 
congreso extraordinario para el día antes de largar “Rutas de América”, a la hora 12, y hubiese 
convocado a tan sólo cinco Federaciones? 


5.- ¿Por qué no surge de ningún parte que se efectuó por parte del interventor las 
publicaciones previas a la convocatoria tal como lo establece el artículo 15 del Estatuto de la 
Federación Ciclista Uruguaya? 


6.- ¿El Ministerio de Educación y Cultura dispuso la intervención de la Federación Ciclista 
Uruguaya con desplazamiento de autoridades, argumentando que las de turno no habían realizado la 
reforma estatutaria que había ordenado el Ministerio de Educación y Cultura dentro del plazo de seis 
meses,. ¿cuál fue la medida que adoptó el Ministerio de Educación y Cultura respecto del interventor 
ya que este tampoco realizó la reforma estatutaria dispuesta por el Ministerio durante el término de seis 
meses en que estuvo al frente de la Federación Ciclista Uruguaya? 


7.- ¿Sobre qué base estatutaria se efectuaron las elecciones de la Federación Ciclista 
Uruguaya el día 3 de marzo de 2007? 


8.- ¿Cuál es el motivo por el cual el interventor no llevó a cabo la reforma de estatutos 
durante su gestión, remitiéndose únicamente a efectuar un proyecto de reforma? 


9.- ¿Qué diferencia existió entre la anterior directiva y el señor interventor en cuanto al 
cumplimiento o no de lo ordenado por el Ministerio de Educación y Cultura en su Resolución de fecha 
18 de agosto de 2005, ya que ambos dentro del plazo previsto de (seis meses) no efectuaron la 
reforma ordenada por el Ministerio de Cultura? 


10.- ¿Por qué el interventor no dio cumplimiento al artículo 35 de los Estatutos Sociales de la 
Federación Ciclista Uruguaya, el que establece que el congreso elector se reunirá inmediatamente 
después del congreso? 


11.- ¿Por qué en lugar de efectuar un congreso elector el mismo día del congreso 
extraordinario tal como lo ordena el Estatuto de la Federación Ciclista Uruguaya, se fijó un día y un 
horario solamente para ir a votar? 


12.- ¿En qué momento la Comisión Electoral notificó a la oposición para que asuma sus 
cargos en minoría siendo que las elecciones fueron el domingo 3 de marzo y el mismo día se impuso 
en sus cargos a los triunfadores, siendo que el señor Almeida candidato a Presidente de la lista 
opositora, se domicilia en la ciudad de Treinta y Tres. 


13.- ¿En qué fecha se dio por cesado en su trabajo al señor interventor por parte del 
Ministerio de Educación y Cultura y mediante qué resolución? 


14.- ¿Por qué el señor interventor demoró casi tres meses en efectuar su informe al 
Ministerio de Educación y Cultura después del acto electoral? 


15.- Finalmente, ¿cuál fue el costo para la Federación Ciclista Uruguaya en virtud de la 
intervención dispuesta por el Ministerio de Educación y Cultura por concepto de honorarios del 
interventor? ¿Quién fijó sus honorarios? Sus honorarios previamente fueron aprobados por el 
Ministerio de Educación y Cultura o, en su caso, se planteó judicialmente una regulación de honorarios 
de parte del interventor? ¿Los mismos fueron satisfechos?” 


Estas preguntas surgen de las versiones taquigráficas, que reflejan lo que se ha dicho en 
oportunidad de las distintas visitas que hemos recibido en esta Comisión Especial de Deporte del 
Senado. Del mismo modo, hemos estado leyendo la prensa y siguiendo las distintas alternativas, por lo 
que desearíamos que el señor Subsecretario nos dé su opinión sobre las inquietudes que le hemos 
planteado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Antes de comenzar con el tema que nos ocupa, deseamos reiterar las 
expresiones de agradecimiento por la preocupación de todos los integrantes de esta Comisión sobre la 


salud del señor Ministro Brovetto. Somos los primeros en sentirnos reconfortados al comprobar que la 
operación quirúrgica de la que fue objeto fue exitosa y que su recuperación ha sido mucho más rápida 
de lo previsto. Naturalmente, vimos con enorme satisfacción el hecho de que se reintegrara al Consejo 
de Ministros en el día de ayer. 


Por otra parte el señor Ministro -con quien hablé telefónicamente minutos antes de ingresar a 
esta Sala- envía sus saludos y respetos a los integrantes de esta Comisión parlamentaria. De más está 
decir que está al tanto de mi presencia en esta sesión, así como de la del escribano Orellano, y no bien 
esté pronta la versión taquigráfica se la haré llegar para su conocimiento. 


En cuanto a la situación de la Federación Ciclista Uruguaya, permitaseme recordar que la 
Constitución de la República Oriental del Uruguay establece que existe un derecho de todas las 
personas a asociarse. Se trata de un derecho político fundamental, que podríamos considerar como un 
derivado del derecho a la libertad, que tiene un especial reconocimiento en el artículo 7 de nuestra 
Constitución, según el cual el Estado debe proceder a la protección en su goce. De acuerdo con la 
Constitución, ese derecho es preexistente a todo texto jurídico. 


Cabe mencionar que lo que rige actualmente es un conjunto de normas muy breves que 
refieren a la regulación de las asociaciones civiles sin fines de lucro. Lo cierto es que la reglamentación 
legal de este derecho consagrado constitucionalmente tiene una legislación muy rústica. Por un lado 
tenemos el Código Civil, que establece que tendrán personería civil aquellas asociaciones reconocidas 
por el Estado; por otro lado, contamos con un decreto -surgido durante la dictadura militar- por el que 
se crea un estatuto tipo para las personas jurídicas. Por lo tanto, cuando surge una asociación civil 
toma ese prototipo sin pensarlo demasiado, porque es el que más fácil funciona, generándose después 
un cúmulo de problemas, como los señores Senadores saben, ya que se adopta la misma solución 
para distintas realidades sociales. Reitero: se adopta el mismo estatuto para instituciones con fines 
muy distintos. 


Contamos, además, con el Decreto-Ley N* 15.089 -surgido también durante el período de 
facto- que en pocos artículos refiere a la policía administrativa y a la capacidad del Estado de controlar, 
a través del Ministerio de Educación y Cultura, las asociaciones civiles. De hecho, durante la dictadura 
militar, el uso de este Decreto constituyó un abuso total y absoluto. En aquel momento, el Poder 
Ejecutivo controlaba en forma absolutamente inconstitucional quién podía integrar o no las nóminas de 
candidatos de las instituciones de esa naturaleza. Lo cierto es que -naturalmente, en forma 
consensuada- a partir de la recuperación democrática el 1? de marzo de 1985, la interpretación de esta 
ley implica una intervención mínima por parte del Estado con relación a las asociaciones civiles. En 
definitiva, cuatro gobiernos anteriores y el actual han asumido que el Poder Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Educación y Cultura, debe tener una intervención mínima en cuanto al funcionamiento de 
las asociaciones civiles y al ejercicio de la policía administrativa en esta materia. Una interpretación en 
otro sentido de este decreto-ley haría que prácticamente estuviéramos en un Estado policíaco, en 
virtud del cual, para hacer una asamblea o ejercer los atributos propios de una asociación civil sin fines 
de lucro y con personería jurídica, se aplicaría una censura previa. Por suerte, desde el 1” de marzo de 
1985 el criterio elegido ha sido garantista y ha asegurado la protección del ejercicio de los derechos, 
habiéndose registrado un desarrollo de acción mínima. Esto quiere decir, en primer lugar, que se 
interpreta a la policía administrativa como un último recurso del Estado cuando existe una denuncia de 
parte, es decir que éste no ejerce una acción proactiva a los efectos de controlar a las asociaciones 
civiles. Si hubiese presunción de la existencia de una asociación para delinquir o de otro tipo de 
infracción de carácter penal, correspondería ejercer una acción, pero si una asociación civil ejerce 
normalmente su actividad, la idea es que la policía administrativa actúe en forma mínima y a petición 
de parte. 


Por consiguiente, insisto, no estamos desarrollando una acción de policía administrativa con 
respecto a las más de quince mil asociaciones civiles sin fines de lucro que están registradas en los 
archivos de la Sección “Asociaciones Civiles y Fundaciones” del Ministerio de Educación y Cultura. 


En segundo término, la idea es que cuando se produzca una intervención a pedido se actúe 
en cumplimiento de la ley y del estatuto, pero pensando en dos criterios fundamentales: por un lado, 
que los propios interesados puedan resolver el conflicto -en las asociaciones civiles siempre hay algún 
tipo de conflicto, porque eso hace a la vida social y son los propios interesados quienes deben 
resolverlo- a través del ejercicio pleno de sus derechos, que es lo que implica, justamente, esta lógica 
de actuación mínima; y, por otra parte, el hecho de que el objetivo último de la acción del Estado 
apunta al cumplimiento de los fines y no a lo contrario. 


Sobre estas rutas de abordaje ha trabajado el Poder Ejecutivo con relación a temas muy 
sensibles como el vinculado con la Federación Ciclista Uruguaya, así como también con respecto a 
otras actividades que, como todos sabemos, generan niveles de popularidad muy importantes, ya sea 
por aspectos culturales, deportivos o sociales. Lo cierto es que muchas instituciones de esa naturaleza 
cumplen roles de creación de contenidos fundamentales relacionados con los medios masivos de 
comunicación y, por lo tanto, representan un valor económico muy importante; a nadie escapa que 
esas instituciones se encuentran bajo presión, ya que tienen un diseño institucional pensado para 
actividades honorarias, sin interés comercial alguno, pero se han constituido en contenidos importantes 
para los medios audiovisuales y, por consiguiente, han adquirido un valor económico fundamental. En 
las instituciones deportivas y culturales, fundamentalmente, esto se ha constituido en un aspecto de 
muchísimo impacto por todo lo que tiene que ver con el marketing de otro tipo de productos, pues 
vivimos en una sociedad de consumo. Por lo tanto, hay una serie de acciones de una gran importancia 
económica. 


Cerrando este paréntesis, quería insistir en que este Ministerio ha tratado de ceñirse lo más 
posible a los criterios que expuse, sin ningún tipo de preconcepto o prejuicio. Además, nos consta que 
en distintos Ministerios, como el de Salud Pública, Turismo y Deporte o Desarrollo Social, existen 
objetivos, propósitos o fines de estas instituciones que se encuentran en la órbita de las políticas 
públicas y que son llevados adelante por un sector de la Administración Central; en el caso concreto 
del deporte, podemos decir que tiene rango Ministerial. Todo esto nos exige un importante nivel de 
coordinación horizontal, de consulta, al abordar estos temas. En relación con el caso de la Federación 
Ciclista Uruguaya se ha demostrado la absoluta vigencia de lo que estoy diciendo, es decir, la absoluta 
neutralidad con que el Ministerio de Educación y Cultura ha asumido estos temas. 


De todos modos, antes de ingresar al tema de la Federación Ciclista Uruguaya, debo decirle al 
señor Senador Lapaz -con todo respeto- que no podré emitir opinión respecto de la mayoría de las 
preguntas que ha formulado, aunque me parece muy legítimo que consten en la versión taquigráfica. 
Entiendo que hacerlo significaría un prejuzgamiento de un expediente que se encuentra bajo recursos 
administrativos y ese es un tema sobre el que, en definitiva, resolverá el señor Ministro. Como dije, no 
queremos emitir ningún tipo de prejuzgamiento en relación con todas estas preguntas que hacen a la 
validez o no de un acto eleccionario y, por tanto, a la validez o invalidez de la intervención de este 
Ministerio bajo los recursos que por ley corresponden. Insisto en que, si bien es razonable que 
quede constancia de las preguntas y de las preocupaciones -desde el punto de vista político creemos 
que es legítimo- entiendo que, desde el punto de vista jurídico, no se le puede pedir al Poder Ejecutivo 
que prejuzgue sobre un acto administrativo que todavía no ha resuelto. Podemos comprometernos, sí, 
a cursar la nota y el expediente -que puede consultar sin ningún problema- cuando el Poder Ejecutivo 
resuelva los recursos interpuestos. Estamos convencidos de que en ese momento el expediente no 
sólo lo podrá consultar el Legislador, sino también cualquier ciudadano; así lo entiende este Ministerio. 
Como dije, se pueden consultar, a no ser que exista una reserva de tal entidad que haga caer el interés 
general de que los actos y expedientes de la administración son públicos y transparentes. 


Realizadas estas consideraciones, intentaré contestar las preguntas formuladas por el señor 
Senador Lapaz -si omito alguna el señor Senador me la recordará- que estamos en condiciones de 
responder. 


En primer lugar, quiero recordar a los integrantes de esta Comisión del Senado que el 22 de 
febrero de 2005, durante la Administración del doctor Jorge Batlle -que ejerció funciones hasta el 1? de 
marzo de 2005- se decretó la intervención, sin desplazamiento de autoridades, de la Federación 
Ciclista Uruguaya y se designó una profesional como interventora, que participó de muchísimas 
entrevistas en medios de prensa y, a través de esos medios, manifestó lo que iba a hacer durante su 
intervención. 


Tanto el señor Ministro de Educación y Cultura como quien habla hemos diseñado una forma 
para recibir a todos quienes solicitan entrevista -desde el más humilde de los ciudadanos hasta 
aquellos que tienen mayor connotación pública- siempre que la derivación a algún funcionario 
especializado no cumpla con el fin, porque como los señores Senadores saben, la gente no solicita 
entrevista para vernos a nosotros, sino para solucionar su problema. 


Recuerdo que entre los meses de febrero y agosto del año 2005 -cuando se revocó la 
intervención decretada- recibimos a todas las partes involucradas. Como imaginarán los señores 
Senadores, si bien este era un acto administrativo de importancia para este equipo de Gobierno -que 


asumió sus funciones en marzo de 2005, con las condiciones en que se encontraba el país- la 
Federación Ciclista de Uruguay no era la primera prioridad. 


De todos modos, recibimos a todas las partes y revocamos la resolución porque 
consideramos que no existían condiciones suficientes; además, solicitamos a las entonces instituciones 
que hicieran los ajustes necesarios desde el punto de vista administrativo y estatutario para posibilitar 
el “emprolijamiento" -entre comillas- de esa situación. Tal como saben los señores Senadores, si 
hiciéramos una tomografía computada de todas las instituciones civiles existentes, la gran mayoría no 
lograría la perfección desde el punto de vista estatutario, por lo que, cuando los niveles de conflicto 
aumentan y estos pasan por las impugnaciones y por resolver en la liga lo que no se resuelve en la 
cancha -para utilizar términos deportivos- hay muy buenos letrados que asesoran a las instituciones. 


Creo que está claramente demostrada la buena fe y la neutralidad total y absoluta de este 
Ministerio, porque si uno observa a qué parte se le revocó oportunamente la intervención -que los 
comprometía fuertemente- veremos que algunos -no todos- de los que hoy están impugnando fueron 
los que proporcionaron ciertas preguntas al señor Senador, que las pasó por escrito. 


Por otro lado, cursados los plazos razonables, algunos cuestionaron fuertemente el hecho de 
que no se estuvieren cumpliendo las resoluciones del levantamiento, pidiendo a las entonces 
autoridades de la Federación que cumplieran, justamente, ese “emprolijamiento” que en determinado 
momento no se hizo. Entonces, la situación se fue enrareciendo -muy a nuestro pesar- porque una 
intervención, entre otras cosas, implica venir a este ámbito a dar explicaciones, con todo derecho, pero 
en realidad es de los temas que uno quiere que se resuelvan a nivel social. 


En definitiva, tuvimos que establecer la intervención, por una resolución delegada de la 
Presidencia de la República, por la que se establecían cometidos muy detallados y, en definitiva, de 
responsabilidad hacia el señor interventor, doctor Gonzalo Amejeiras. Se trata de un excelente 
profesional y de una persona de honor, que tomó el asunto con enorme calor y entusiasmo, ya que la 
intervención no sólo consiste en mejorar algunos aspectos estatutarios -como generalmente se da- 
sino también en asumir las responsabilidades del funcionamiento de la Federación, y si ésta perdiera 
su afiliación internacional, el hecho no sólo tendría un impacto tremendo en términos institucionales a 
nivel nacional, sino también una trascendencia internacional muy importante. Quienes han hecho 
relaciones internacionales saben que la permanencia, la seguridad de ir por el mundo con ciertas 
garantías en cuanto a que las cosas se hacen correctamente de acuerdo con el país de que se trate, 
es un activo fundamental en cualquier actividad deportiva. Es más, a nivel de los Comités Olímpicos 
Panamericanos es un elemento central, si bien admito que es un tema que no conozco demasiado. 


Concretamente, debo decir que se le dio el mayor apoyo posible en el marco de una 
situación paradójica, porque el Decreto-Ley N* 15.809 da importantes potestades de policía 
administrativas al Ministerio de Educación y Cultura, pero después no le provee -no de ahora, sino 
desde el 1% marzo de 1985, con la Ley Presupuestal de 1986- ningún apoyo económico para asumir 
esas intervenciones. Entonces, en un principio interviene con fondos propios, pero en determinado 
momento la lógica indica que ello se financie -incluidos los honorarios del o los interventor, ya que 
puede tratarse de uno como coadministrador y otros como vocales; es decir, pueden ser muchos- con 
el producto de los propios bienes de las instituciones. Entonces, se da la paradoja de que tenemos 
desarrollada alguna línea de trabajo -no de ahora- y, eventualmente, pensamos en hacer algunas 
propuestas de cambio a los efectos de transformar la situación. 


El interventor hace su trabajo y después presenta sus honorarios en función de lo que estima 
que éste vale. Hasta ahí, este Ministerio -como los anteriores- no tenía intención de modificar esa 
realidad. Una opción que se usó durante un tiempo -después se modificó- fue fijar la intervención, 
contratar el trabajo profesional y que el Ministerio pagara por ese concepto. 


De lo contrario, en una situación un poco más rústica -para decirlo de algún modo- se 
asignaba a un funcionario de la Administración la tarea de llevar adelante la intervención y se le daba 
una compensación por mayor tarea. 


En conclusión, esa era la situación: la Federación Ciclista fue intervenida en febrero de 2005, 
las resoluciones fueron impugnadas y levantadas, a las autoridades en ejercicio se les dio la posibilidad 
de “emprolijar” su situación y se cuestionó el pasaje del tiempo a que hice alusión. En 2006 se volvió a 
intervenir y se designó al doctor Gonzalo Amejeiras como interventor, no sólo para regularizar lo 


estrictamente jurídico, sino también para ejercer la conducción de la administración diaria de la 
Federación, trabajo que realiza a tiempo completo. 


Con respecto a todas las preguntas sobre el aspecto estatutario, en el sentido de si la 
elección fue válida, si lo fue la convocatoria, si lo que dijo acá el interventor contradice o no lo que 
después firmó en su convocatoria -aspectos que me parecen muy legítimos y válidos- no podemos dar 
una respuesta, porque estaríamos prejuzgando. 


Sí estamos dispuestos -lo hablé con el señor Ministro- a tomar una resolución cuanto antes y 
me parece que es totalmente razonable. Es más, estamos dentro de los plazos legales y ello es una 
garantía. Reitero que intentaremos resolver esta situación lo más rápido que se pueda, y para que ello 
sea posible, los tiempos de la Administración tendrían que ser más breves. 


Si los señores Senadores me lo permiten, pasaré a contestar las preguntas que tengo en mi 
poder. Se pregunta en qué fecha se dio por cesado al señor interventor por parte del Ministerio de 
Educación y Cultura y mediante qué Resolución. La Resolución por la cual se da por finalizada -no se 
cesa- la labor del interventor es de fecha 29 de mayo de 2007. El interventor tenía un plazo de seis 
meses para llevar adelante su tarea -es común que se pida una prórroga a los efectos de generar un 
año de trabajo, pero en este caso no fue pedida- y, en general, el Ministerio pide a los interventores 
que cumplan con la ley y se termine el trabajo en ese lapso, entre otras cosas para evitar problemas, 
porque de lo contrario se sigue en forma indefinida con la intervención. En este caso, el proceso 
comenzó y se cumplió con la presentación de los informes correspondientes. La Resolución no tiene 
número pero, igualmente, sin ningún inconveniente, se la podemos hacer llegar a esta Comisión. 


Con respecto al tiempo que se demoró en contar con los informes, puedo decir que el 
objetivo del Ministerio de Educación y Cultura se centra -no voy a reiterar los parámetros que mencioné 
anteriormente- fundamentalmente, en que los interventores finalicen su actuación en un plazo de seis 
meses y a la brevedad presenten un informe. Hay que destacar que este informe es muy complejo, 
entre otras cosas porque hubo un sector de los afiliados de la Federación que -probablemente, con 
interés legítimo- consideraron que la solución a la que se había llegado no los satisfacía. Ese es un 
dato de la realidad y, como tal, contribuye a hacer más complejo dicho proceso. 


También procuraremos enviar este informe a la Comisión, así como todo lo que tiene que ver 
con el cese y con el informe. No vamos a dar por finalizado un mandato si no está presentado el 
informe. 


Con respecto a la última pregunta, quiero señalar que el Ministerio de Educación y Cultura no 
opina sobre los honorarios porque, además, no salen de las arcas del Estado. Por lo tanto, no vamos a 
dar nuestra opinión sobre su monto. Si hubiese un pedido de la Federación en este sentido, 
analizaríamos la posibilidad de dar una opinión para identificar cuál sería la situación. Consideramos 
que puede haber instancias jurídicas para litigar si se hizo un trabajo y no fue pago; lo cierto es que, en 
general, los interventores hacen esto por una cuestión altruista con la Administración, ahora y en 
Administraciones anteriores. Quiere decir que no se trata de una nota distintiva de esta gestión. 


En el caso de la Federación Ciclista, por ejemplo, había instituciones absolutamente 
quebradas, con miles de pesos y dólares de deuda a otros profesionales anteriores y sin ninguna 
capacidad de gestión administrativa. En general -me consta que pasó en este caso- los interventores 
terminan poniendo dinero de su propio bolsillo para asegurar el funcionamiento elemental. Reitero que 
no estamos hablando de una nota distintiva de esta Administración, sino que habitualmente existe un 
sentido de colaboración, en tanto los profesionales que asumen esa función entienden que hay un 
prestigio indirecto al participar de la intervención. 


Por lo tanto, en cuanto a la pregunta número quince podemos decir que no nos consta cuál 
fue el costo de los honorarios del interventor de la Federación Ciclista. Está claro que no los fija el 
Ministerio de Educación y Cultura ni ha sido planteado de esa manera a través de ninguna notificación 
escrita ni telefónica de parte del señor interventor. Además, no me consta que haya alguna regulación 
de honorarios promovida a nivel judicial. Lo que es importante destacar es que las puertas del 
Ministerio de Educación y Cultura están abiertas, más allá de que puede ser un tema urticante. 
También es cierto que los directivos de las federaciones ponen dinero de su bolsillo, hacen un gran 
sacrificio, destinan mucho de su tiempo personal y trabajan denodadamente, por lo que si luego un 
interventor hace una evaluación de sus honorarios que pueda ser vista como fuera de la realidad, 


quizás genere cierta molestia. Todos quienes trabajamos en régimen de profesiones liberales sabemos 
lo difícil que es la evaluación del trabajo. Por lo general, los abogados nos quejamos de los médicos, 
de los dentistas, de los escribanos, etcétera, y viceversa. 


En conclusión, reitero que este es un Ministerio de puertas abiertas, y si la Federación le 
hiciera un planteo para que intercediera en la búsqueda de una solución, lo haríamos encantados. Del 
mismo modo, si bien no prejuzgamos si los honorarios del señor interventor -cuyo monto desconozco- 
son justos o injustos, adecuados o inadecuados, estaríamos dispuestos a cumplir un papel de 
mediación. 


La pregunta número nueve, relativa a la situación anterior, creo que ya la respondí. 


Finalmente, quiero decir que el Ministerio no desarrolla su tarea con absoluta libertad en 
materia de la aplicación del Decreto-Ley N* 15.809. No se trata de que por tener la función de policía 
vamos a hacer lo que queramos. Tenemos informes de asociaciones civiles y fundaciones que están en 
la órbita de la unidad ejecutora de la Dirección General de Registros. 


Si bien la Dirección tiene un cierto grado de autonomía, hay un control jerárquico de parte de 
la Directora General de Registros. Quiere decir, entonces, que allí tenemos un primer nivel de control 
en lo que hace al cumplimiento de la reglamentación. 


También tenemos la participación de las propias partes involucradas: todos tienen 
oportunidad de ver los expedientes y sacar fotocopias, de asesorarse y de ser notificados. No se toma 
ninguna resolución sin cumplir el debido proceso. Si una persona está en la directiva de una institución 
que van a intervenir, por más urgente que sea, preferimos notificarla diciendo, por ejemplo: “Hay una 
denuncia, la Administración tiene estos informes letrados, ¿usted que opina?” Y uno a veces lo hace a 
sabiendas de que ello puede provocar una demora desde el punto de vista administrativo y hasta poner 
en peligro los bienes o el cumplimiento de determinados fines. 


Por otro lado, tenemos un doble control a nivel central, que se lleva adelante con la ayuda de 
la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales -que hace un análisis “in situ” de los 
expedientes, así como sobre todo lo actuado- y de la Secretaría Técnica, que controla todos los 
documentos que llevan la firma del Ministro. 


O sea que los márgenes para que haya niveles de manipulación -asumimos que no 
queremos que se den y no tenemos por qué decir que otras Administraciones hayan incurrido en esta 
práctica- o para que se encuentren espacios a los efectos de que los informes digan “blanco” cuando 
se trata de “negro”, son escasos. Me imagino que a otras Administraciones, al igual que a la nuestra, se 
les habrán acercado ciudadanos que invocan su adhesión política partidaria a tal o cual sector 
pensando que eso les puede cambiar el trámite de un expediente. Nuestra respuesta siempre ha sido 
negativa, y hay cantidad de personas que lo pueden demostrar. Obviamente, nos alegramos de que la 
gente pueda expresar su vocación ciudadana en tal o cual sentido, pero aclaro que no hay forma de 
dar vuelta este tipo de expedientes, porque las cosas se están haciendo correctamente. 


Es cuanto quería decir. Pido disculpas al señor Presidente y al señor Senador Lapaz si me 
extendí demasiado -no era mi intención- pero me pareció importante contextualizar esto en el marco 
de los cometidos de nuestro Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que estoy absolutamente sorprendido por la complejidad del 
tema y por el informe minucioso que ha hecho el señor Subsecretario de Educación y Cultura, 
asesorado por el escribano Orellano. Realmente, son impresionantes los vericuetos jurídicos y 
reglamentarios que tiene esta situación, pero como hoy nos comprometimos a recibir al doctor 
Maglione -que ya se encuentra en Antesala- pido a los señores Senadores que sean breves en sus 
intervenciones, sin perjuicio de lo cual, cuando estemos más adelantados en el trámite de este tema, 
podríamos convocar nuevamente al señor Subsecretario, luego de estudiar -como en mi caso debo 
hacer- todos los antecedentes, que repito que son de una minuciosidad sorprendente. Así, además, 
daríamos tiempo al Ministerio para que avance en las etapas que faltan cumplir. 


SEÑOR OLIVER.- Pedí la palabra aunque, en realidad, mi pregunta ya fue contestada. 


He actuado en la Comisión de Fomento Rural, que digamos que hace una preadministración 
ad referéndum del Ministerio de Educación y Cultura, al que se la envía para ver si está bien el estatuto 
y si se cumplió correctamente el proceso eleccionario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Sin duda que ese es un tema engorroso, porque hay decenas de 
elecciones en el interior, y no tenemos ningún nivel de descentralización, además de que hay una clara 
negación del ejercicio del derecho de asociación. Por ejemplo, si se trata de una asociación de Bella 
Unión, el trámite de concesión de la personería jurídica tiene que hacerse en Montevideo, cosa que es 
absurda; por eso la idea es cambiar esto. 


Olvidaba hacer un comentario respecto a los informes sobre los controles. Muchas veces, 
cuando se va a decretar una intervención, teniendo todo pronto nuestros asesores nos advierten que 
hay requisitos que no se cumplieron, que pasan a la Fiscalía de Gobierno y ésta, de pronto, contradice 
de alguna manera la voluntad política inicial. 


SEÑOR LAPAZ.- El 3 de julio, hace cinco meses, recibimos a los representantes de la lista 1904 - 
consta en la versión taquigráfica- señores Almeida, Conde y Álvarez, quienes realizaron denuncias y 
nos hablaron sobre la impugnación del acto eleccionario. La versión taquigráfica correspondiente fue 
remitida al Ministerio de Educación y Cultura. Ahora bien, se da la situación de que la lista perdedora 
en el acto eleccionario tiene dos cargos sobre los que no se ha procedido a hacer la notificación para 
que sean ocupados. 


Teniendo en cuenta el pedido del señor Presidente, queríamos hacer dos o tres precisiones. 
Por un lado, que las preguntas fueron elaboradas por nosotros mismos en nuestra Secretaría, y 
surgieron del material de estas versiones taquigráficas y de los comentarios aparecidos en la prensa. 
Por otro, que aquí, en la Comisión Especial de Deporte, también estuvieron el interventor, señor 
Amejeira, los representantes de la lista 1904, y el señor Ministro de Turismo y Deporte, quien expresó 
que había que intentar buscar lo antes posible una solución -aunque sea política- a la situación del 
ciclismo, porque se avecinan eventos deportivos de suma trascendencia y hay que tratar de lograr una 
definición. 


Personalmente, iba a solicitar a la Comisión Especial de Deporte que entregáramos las 
preguntas al señor Subsecretario de Educación y Cultura, para que las analice y vea si las puede 
responder en su totalidad. Asimismo, pienso que podríamos invitarlo para una próxima reunión -más 
extensa- de la Comisión, con el objeto de buscar un camino de entendimiento para el ciclismo, a fin de 
que pueda transitar por una ruta libre de obstáculos y que, en definitiva, el deporte sirva para 
amalgamar a nuestros muchachos en actividades sanas y productivas. Pensamos que el ciclismo -un 
deporte tan lindo- debe despertarles el incentivo para que lo practiquen, retirándolos de cosas que 
nadie quiere, fundamentalmente todo lo que tiene que ver con la droga. 


Por lo tanto, señor Presidente, también sería interesante que la versión taquigráfica de las 
palabras aquí expresadas por el señor Subsecretario pase a las Federaciones, al Ministerio de Turismo 
y Deporte -que se ha ocupado del tema y que está tan interesado como nosotros en solucionarlo- y que 
también se le haga llegar al doctor Michelini la versión taquigráfica de la reunión del 3 de julio de este 
año -no sé si ha tenido oportunidad de leerla- ocasión en la que contamos con la presencia de los 
representantes de la lista 1904. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según nos informaron las autoridades del Ministerio de Turismo y Deporte, 
está prevista para dentro de pocos meses la realización de un Campeonato Panamericano de Ciclismo. 
Parece sumamente conveniente que la organización de ese evento -que tiene mucha trascendencia y 
que implica poner en movimiento una gran cantidad de recursos humanos y económicos- se lleve a 
cabo con una Federación que esté jurídicamente en su plenitud, circunstancia que el Ministerio no tiene 
por qué conocer, pero que, a mi entender, justifica la sugerencia que ha hecho el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En primer lugar, debo decir que estoy encantado de participar toda vez 
que vuestra Comisión Especial de Deporte nos convoque, ya que no tengo nada que ocultar. En 
segundo lugar, quiero expresar que estamos abiertos a la búsqueda de cualquier solución que pase por 
el cumplimiento de la ley y del estatuto, que es la única preocupación del Ministerio de Educación y 
Cultura en estos temas. Es más, estaríamos encantados de que hubiese espacio y propuestas del 
Ministerio de Turismo y Deporte, con el que hemos mantenido permanente diálogo a los efectos de que 
este tema salga de una cuestión litigiosa en escala y pase a lo que es el desarrollo normal de los fines 
que se marcan las distintas instituciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario de Educación y Cultura, 
doctor Felipe Michelini, y del escribano Adolfo Orellano Cancela. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Educación y Cultura y el escribano Adolfo 
Orellano Cancela) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


